
 

 

AVISA 
 
 
Que mediante providencia calendada DIECISIETE (17) de ENERO de DOS MIL 

VEINTICUATRO (2024), el Magistrado (a): CLARA INES MARQUEZ BULLA, 

ADMITIÓ, acción de tutela radicada con el No. 110012203-000-2024-00048-

00 formulada ARISTA DE COLOMBIA S.A.S contra JUZGADO 006 CIVIL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C, por lo tanto, se pone en conocimiento la 

existencia de la mencionada providencia a: 

 

TODAS AQUELLAS PERSONAS, NATURALES O JURÍDICAS, 

INTERVINIENTES EN CALIDAD DE PARTES PROCESALES O A CUALQUIER 

OTRO TÍTULO DENTRO DE PROCESO: 

No 110013103-006-2021-00479-00 

 

Se fija el presente aviso por el término de UN (01) día, en la Página de la Rama 

Judicial / Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá – Sala Civil. 

 

 

 

SE FIJA:   18 DE ENERO DE 2024 A LAS 08:00 A.M. 

 

SE DESFIJA:  18 DE ENERO DE 2024 A LAS 05:00 P.M. 

 
 

 

 

LAURA MELISSA AVELLANEDA MALAGÓN 

SECRETARIA 
Elabora VMPG 



   

 

   

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  

BOGOTÁ - SALA CIVIL  

  

Bogotá D.C., diecisiete (17) de enero de dos mil veinticuatro (2024).  

    

Radicación 110012203000 2024 00048 00  

 

ADMÍTESE la presente acción de tutela instaurada por ARISTA DE 

COLOMBIA S.A.S., contra el JUZGADO 6 CIVIL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ, D.C. 

 

Líbrese oficio al convocado para que en el término improrrogable de 

un (1) día contado a partir del recibo de la respectiva comunicación, 

con fundamento en el escrito de tutela que se le remite, se pronuncie 

en forma clara y precisa sobre los hechos fundamentales y peticiones 

en que se apoya la misma, allegando para el efecto las pruebas 

documentales respectivas.   

 

Ordénase a la Funcionaria remitir las piezas que estime pertinentes 

del expediente con radicado 110013103006 2021 00479 00. Deberá, 

además, presentar un informe detallado de las actuaciones surtidas. 

Por su conducto, notifíquese a las PARTES y APODERADOS que 

intervienen en el aludido diligenciamiento, así como a TERCEROS, 

si los hubiere, de la iniciación del presente trámite para que ejerzan 

su derecho de defensa, debiendo incorporar a estas diligencias copia 

de las comunicaciones que para tal efecto se libren. 

 

Prevéngasele que el incumplimiento a lo aquí ordenado la hará 

incurrir en las sanciones previstas en el Decreto 2591 de 1991. 

 

Ante la eventual imposibilidad de enterar a las partes o terceros 

interesados, súrtase el trámite por aviso que deberá fijarse a través 

de la publicación en la página web de la Rama Judicial de este 



Tutela 2024 00048 00 

   

 

Tribunal, con el fin de informar el inicio del decurso constitucional a 

las personas que pudieran resultar involucradas en sus resultas. 

 

Reconócese personería al abogado CRISTHIAN MIGUEL SALCEDO 

FRANCO, para actuar en los términos y para los efectos del mandato 

conferido1. 

 

Notifíquese esta decisión a las partes intervinientes en legal forma, 

por el medio más expedito y eficaz. 

 

 

 

                                                           
1 Archivo “05Poder.pdf”. 

Firmado Por:

Clara Ines Marquez Bulla

Magistrada

Sala 003 Civil

Tribunal Superior De Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: b803ec09cd56935a7ea807c7df92ee3481bddedeaa912487d036fe3ea6a56f83

Documento generado en 17/01/2024 08:28:58 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



Señores

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ SALA CIVIL 

E. S. D.

Referencia: Acción de tutela de ARISTA DE COLOMBIA S.A.S. contra el 

JUZGADO SEXTO (6) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ.

Derecho: Acceso a la administración de justicia y debido proceso sin 

dilaciones injustificadas, artículos 29, 228 y 229 de la CP.

Asunto: Mora judicial en proceso declarativo. 

CRISTHIAN MIGUEL SALCEDO FRANCO, identificado como aparece al pie de mi firma, 

actuando como apoderado especial de ARISTA DE COLOMBIA S.A.S. (en adelante la

por medio del presente escrito formulo ACCIÓN DE TUTELA en contra 

del JUZGADO SEXTO (6) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución, cuya violación se ha materializado por 

el Accionado y en perjuicio de la Accionante, como consecuencia de la omisión continuada en la 

atención de solicitudes judiciales presentadas que se relacionan con el proceso No. 2021-00479, 

conforme a los hechos y fundamentos que presento a continuación:

I. PETICIÓN DE AMPARO 

Solicito al Despacho:

1. DECLARAR que el JUZGADO SEXTO (6) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, con 

ocasión del proceso declarativo No. 11001310300620210047900, ha vulnerado los 

derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia de 

ARISTA, por estar incurso en mora judicial injustificada respecto de fijar fecha de 

audiencia inicial, lo cual está pendiente desde agosto de 2022, hace más de año y medio. 

2. TUTELAR el derecho fundamental al acceso a la justicia y al debido proceso sin dilaciones 

injustificadas de ARISTA. 

3. En consecuencia, ORDENAR al JUZGADO SEXTO (6) CIVIL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ que, dentro de los cinco (5) días siguientes al fallo de tutela, proceda a fijar 

fecha de audiencia inicial para darle continuidad al proceso declarativo No. 

11001310300620210047900. 

II. HECHOS

1. El Juzgado Accionado conoce un proceso declarativo de ARISTSA contra los señores 

GUILLERMO SANCHEZ GIRALDO, CLAUDIA MARCELA SANCHEZ GIRALDO, SANDRA 

DORY SANCHEZ GIRALDO, CONSUELO DEL PILAR ARIAS DE GIRALDO y LILIANA 

GIRALDO ARIAS. Este proceso se identifica con el radicado No. 11001310300620210047900

y resalto que inició en noviembre de 2021, hace más de dos años. 
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2. El 25 de agosto de 2022, ARISTA presentó un memorial advirtiendo que las contestaciones 

de la parte demandada habían sido extemporáneas y, en cualquier caso, pronunciándose 

sobre las excepciones de mérito. 

3. El 30 de agosto de 2022, hace más de año y medio, el proceso entró al Despacho, sin que 

desde esa fecha haya tenido algún tipo de movimiento. Es decir, el proceso está 

completamente paralizado en el despacho del Juzgado Accionado desde agosto de 2022. 

4. El 24 de julio de 2023, ARISTA presentó un memorial de impulso procesal que aporto con 

esta acción de tutela por medio del cual solicitó que se fijara fecha de audiencia inicial. 

Posteriormente, presentó otro impulso procesal previo a acción de tutela el 6 de diciembre de 

2023.

5. No obstante, a pesar de estas solicitudes de impulso procesal y de que se fije fecha de 

audiencia inicial, el proceso sigue completamente paralizado y sin justificación alguna desde 

agosto de 2022, lesionando así el acceso a la administración de justicia y la tutela judicial 

efectiva de ARISTA. 

III. FUNDAMENTOS DE DERECHO

A. REQUISITOS GENERALES DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

En este caso procede la acción de tutela como mecanismo transitorio para remediar el perjuicio 

irremediable que la omisión continuada del Juzgado Accionado ha causado a ARISTA. En efecto, 

se reúnen los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela:

1. LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA

Se encuentra acreditada la legitimación en la causa por activa y por pasiva. Mi mandante se 

encuentra legitimada para interponer la acción, por ser ella quien ha padecido la vulneración a 

sus derechos fundamentales, así como el perjuicio causado por la omisión del Juzgado 

Accionado; correlativamente, el Juzgado Accionado se encuentra legitimado para ser accionado, 

por ser la entidad cuya omisión ha vulnerado los derechos fundamentales de mi mandante.

2. SUBSIDIARIEDAD

De acuerdo con el artículo 5 del Decreto Ley 2591 de 1991, la acción de tutela está prevista para 

La acción de tutela procede contra toda 

acción u omisión de las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera 

situación que requiere de la intervención inmediata y efectiva del juez de tutela, pues a la fecha 

el Juzgado Accionado no ha adoptado medidas que garanticen la protección de los derechos 

fundamentales involucrados. Por el contrario, es su omisión la que materializa dicha vulneración. 

En efecto, la pasividad extrema del Juzgado Accionado, quien no accede ni niega las solicitudes, 

tiene el efecto de obrar como un tapón en la estructura de administración de justicia civil; si bien 

la Accionante eventualmente tendría acceso al superior funcional del Accionado para controvertir 

decisiones, la inexistencia de movimiento al interior del Juzgado Accionado hace orgánicamente 
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imposible que la Accionante pueda acceder a un mecanismo ordinario de control de la conducta 

del Juzgado, distinto a la acción de tutela, que fue precisamente concebida para este tipo de 

supuestos de hecho. 

Asimismo, se reitera que la Accionante ha ejercido las actuaciones materiales y jurídicas a su 

alcance, con el fin de solucionar la actual situación (por ejemplo, ha radicado solicitud de impulso 

procesal). En tal sentido, no existen otros medios distintos a la acción de tutela que sean idóneos 

para salvaguardar los derechos fundamentales aquí mencionados, pues no existe mecanismo 

legal alguno que sirva para conminar al Juzgado Accionado a pronunciarse sobre lo que le 

corresponde.

Ahora bien, si el Despacho llegara a considerar que la tutela en este caso no es el mecanismo 

ordinario idóneo para salvaguardar los derechos fundamentales aquí solicitados, pongo de 

presente que la demora injustificada por parte del Juzgado Accionado constituye una vulneración 

inminente y grave a mis derechos fundamentales. En tal sentido, de existir discusión alguna sobre 

la idoneidad o no de la tutela, es posible evidenciar la amenaza de un perjuicio irremediable en 

los términos del numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991. 

De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional: 

en los que no haya otro medio judicial para reclamar los derechos que el tutelante 
considera se le han vulnerado; o como un mecanismo transitorio, en los casos en 
los que haya medio de defensa judicial ordinario idóneo pero el cual no sea el 
indicado por presentarse el riesgo o la amenaza de un perjuicio irremediable, el 
cual debe ser evitado o subsanado según sea el caso. En relación con este 
perjuicio, ha señalado la jurisprudencia constitucional que éste debe ser inminente, 
grave, urgente e impostergable, esto es, que el riesgo o amenaza de daño o 

material o moral en el haber 
jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) porque las medidas que se 
requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y (iv) porque la 
acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para 

1

Como es evidente, los hechos narrados en la presente demanda cumplen con todos los requisitos 

jurisprudenciales del perjuicio irremediable. Lo anterior considerando que (i) la obstrucción en el 

acceso a la justicia ha creado una situación que hace que el proceso NO continúe su curso 

normal; (ii) con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales aquí invocados es necesario 

tomar medidas urgentes y (iii) las solicitudes de impulso procesal presentadas ante el Accionado 

no han sido atendidas, por lo que la acción de tutela es impostergable para proteger los derechos 

fundamentales.

Por tanto, incluso en el evento de considerar que la tutela no es procedente como un mecanismo 

principal, subsidiariamente solicito que sea considerada como un mecanismo transitorio a efectos 

de evitar un perjuicio irremediable, cumpliendo así en ambos casos con el requisito de 

subsidiariedad propio de esta acción constitucional.

1 Corte Constitucional, Sala de Selección Número Nueve. Sentencia T-127 del 11 de marzo de 2014, Exp. 
T-4066256. MP. Luis Ernesto Vargas Silva.
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3. INMEDIATEZ

Interpongo esta acción de tutela en tiempo, toda vez que la vulneración iusfundamental 

denunciada es continua y persiste desde agosto de 2022 hasta la presente fecha. 

B. VULNERACIÓN DIRECTA DE LOS ARTÍCULOS 292, 2283 Y 2294 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA POR EL JUZGADO ACCIONADO

Sin perjuicio de lo nítida que es la Constitución al establecer que 

(Art. 228), por si argumentos de 

autoridad hicieran falta para sustentar que los hechos relatados arriba son contrarios a la 

Constitución, debe verse que la Corte Constitucional ha establecido que existe una relación 

inescindible entre los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración 

de justicia, y la necesidad de evitar y remediar la mora judicial injustificada. La Corte ha sentado 

claramente los presupuestos para determinar si la mora judicial es justificada o no. Al respecto, 

ha manifestado lo siguiente:

Se está ante un caso de dilación injustificada o indebida, cuando quiera que se 
acredite que el funcionario judicial no ha sido diligente y que su comportamiento es 
el resultado de una omisión en el cumplimiento de sus funciones. La dilación 
injustificada que configura la violación de derechos fundamentales al debido 
proceso y al acceso a la administración de justicia, se caracteriza por (i) el 
incumplimiento de los términos señalados en la ley para adelantar alguna actuación 
por parte del funcionario competente, (ii) la omisión en el cumplimiento de las 
obligaciones en el trámite de los procesos a cargo de la autoridad judicial y (iii) la 
falta de motivo razonable y prueba de que la demora obedece a circunstancias que 
no se pueden contrarrestar 5

En el caso bajo examen y conforme a lo documentos allegados como prueba, resulta claro que 

la mora judicial es injustificada y por lo tanto violatoria de los derechos fundamentales de mi 

mandante, en tanto que (i) la situación actual del expediente constituye un incumplimiento 

protuberante de los términos legales; (ii) el Juzgado Accionado ha omitido dar trámite de las

solicitudes presentadas por mí presentada, denegándole de facto el acceso a los medios 

procesales que le da la ley (el derecho a ser escuchado); y (iii) el Accionado no tiene motivo 

razonable que dé cuenta de la demora.

2

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal 
competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la 
restrictiva o desfavorable.
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea 
sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante 
la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar 
pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser 
juzgado dos veces por el mismo hecho.

3 La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las 
actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá 
el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será 
sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo.
4 Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia. La 
ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la representación de abogado.
5 Corte Constitucional, Sala Tercera de Revisión. Sentencia T-441 del 15 de julio de 2015, Exp. T-4.826.860 
y T-4.827.204. MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez.
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Escapa de toda razonabilidad y proporcionalidad que un proceso declarativo esté al despacho 

desde agosto de 2022 -hace más de año y medio- sin que haya tenido algún tipo de movimiento 

o se haya fijado fecha de audiencia inicial. No hace falta hacer mayores análisis o razonamientos 

para concluir que esa omisión prolongada lesiona directamente principios constitucionales 

fundamentales como el acceso a la administración de justicia y la tutela judicial efectiva. 

Adicionalmente, el Juzgado Accionado no ha puesto de presente motivo razonable y mucho 

menos prueba de que la demora obedece a circunstancias que no se pueden contrarrestar. Es 

cierto que los despachos judiciales tienen una congestión alta. Sin embargo, el Accionado no ha

justificado de ninguna manera su demora, ni mucho menos ha puesto de presente pruebas de 

los motivos detrás de ella, por lo que mal haría el Despacho en justificar lo injustificable: una 

demora que excede cualquier límite de razonabilidad, proporcionalidad o consideración para con 

los usuarios que dependemos de la actividad judicial.

Esta ausencia de motivos explicativos de la demora tiene por efecto último la transgresión del 

núcleo esencial del derecho fundamental al debido proceso, pues el silencio inmóvil e indolente 

de un operador o despacho judicial -que debe responder las peticiones que oportunamente le 

presenten- antagoniza con el derecho subjetivo constitucional de los justiciables a obtener una 

respuesta fundada en derecho:

10. Los derechos fundamentales y el reconocimiento de la dignidad de la persona 
(art. 1º) así como la regulación constitucional expresa del debido proceso (art. 29 
C.N) constituyen límites materiales al ejercicio de actitudes abusivas del Estado. 
Pero, además, los derechos fundamentales (art. 2 C.N) por su naturaleza son 
auténticos derechos subjetivos, como tales son plenamente exigibles a los 
poderes públicos, por lo que cualquier persona puede demandar su respeto, aún 
sin necesidad de esperar desarrollo legal alguno (art. 85 C.N.). Pues una 
Constitución normativa (art. 4º C.N.), eficaz desde el punto de vista jurídico, lo es 
en la medida que sus derechos fundamentales tengan efectiva vigencia y eficacia 
jurídica, cuya verificación se realiza mediante la garantía de la tutela.

11. Así pues, la vigencia de un Estado Social de Derecho impone la facultad 
jurisdiccional de tomar decisiones obligatorias, las cuales, para que sean 
aceptadas, deben adoptarse con fundamento en reglas que determinan cuales 
autoridades están autorizadas para tomar las decisiones obligatorias y cuales son 
los procedimientos para obtener una decisión judicial. Esas reglas son las que 
recogen un conjunto de actos procesales sucesivos y coordinados que integran 
unos principios fundantes y unos derechos fundamentales que hacen del debido 
proceso una verdadera garantía en el derecho. En efecto, el debido proceso es 
una institucionalización del principio de legalidad, del derecho de defensa, que se 
ha considerado por la Constitución (art. 29) como un derecho fundamental que se 
complementa con otros principios dispersos en la Carta fundamental, tales como 
artículos 12, 13, 28, 31, 228, 230. Y, uno de estos principios es el del Juez 
competente.

En definitiva la protección al debido proceso tiene como núcleo esencial la de 
hacer valer ante los jueces los derechos e intereses de las personas, mediante la 
defensa contradictoria,  y de obtener en fin, una respuesta fundada en derecho. 

impetrar la protección judicial, de sus derechos, o la de realizar dentro de dicho 
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proceso, las adecuadas pruebas, o cuando se le crea un obstáculo que dificulte la 
actividad probatoria, o cuando se le niega una justa legal facultad de que su 

6

Así las cosas, apreciando a los hechos esbozados en el capítulo anterior frente a las 

consideraciones de la Corte Constitucional, es claro que al encontrarse la Accionante en la 

situación de estar vinculado a un proceso judicial cuyo instructor  es el Juzgado Accionado, está 

en un supuesto de hecho constitutivo de indefensión procesal que puede y debe ser remediado 

por vía de una orden de juez de tutela, que le ordene al Accionado cesar la demora y atender 

inmediatamente las peticiones que se encuentran pendientes. 

En efecto, la violación al debido proceso en este asunto es clara porque la mora judicial 

injustificada ha hecho nugatorias las facultades que la ley (Código General del Proceso) me 

concede, de acceder a los insumos mínimos para ejercer mi derecho de defensa.

IV. COMPETENCIA

Es usted competente en virtud de los dispuesto en el numeral 5° del artículo 2.2.3.1.2.1. del 

Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1° del Decreto 333 de 2021, a cuyo tenor: 

acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su conocimiento 

.

V. JURAMENTO

Bajo la gravedad de juramento, afirmo que no he presentado otra acción de tutela por los mismos 

hechos y derechos respecto de las peticiones hechas en esta tutela.

VI. PRUEBAS

Solicito que se tengan como pruebas de los hechos expuestos anteriormente, los documentos 

listados a continuación, los cuales anexo a la solicitud.

1. Capturas de pantalla que dan cuenta de la existencia del proceso declarativo No. 

11001310300620210047900 y de las últimas actuaciones del proceso. 

2. Memorial de ARISTA del 25 de agosto de 2022 advirtiendo que las contestaciones de los 

demandados eran extemporáneas.

3. Solicitudes de impulso procesal presentadas por ARISTA en julio y diciembre de 2023. 

VII. ANEXOS

Anexo a la presente acción de tutela los documentos listados a continuación, los cuales anexo:

1. Certificado de Existencia y Representación Legal de ARISTA

6 Corte Constitucional, Sala Séptima de Revisión. Sentencia T-416 del 12 de agosto de 1998, Exp. T-
160646. MP. Alejandro Martínez Caballero. 
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2. Poder especial otorgado al suscrito, así como el mensaje de datos mediante el cual fue 

conferido.

3. Los documentos listados como pruebas documentales.

VIII. NOTIFICACIONES

Recibiré notificaciones en la Calle 67 #7-35, Oficina 1204, de la ciudad de Bogotá o en el correo 

electrónico csalcedo@gomezpinzon.com. 

El Juzgado Accionado las recibirá en la Carrera 9 No. 11-45 Torre Central Complejo Virrey Piso 

5 o en el correo electrónico j06cctobta@cendoj.ramajudicial.gov.co

Atentamente,

CRISTHIAN MIGUEL SALCEDO FRANCO

T.P. No. 273.392 del C. S. de la J. 

































Señores
JUZGADO SEXTO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
Atn. Dr. Oscar Leonardo Romero 
Dirigido al correo electrónico institucional
j06cctobta@cendoj.ramajudicial.gov.co

Referencia: Proceso declarativo de ARISTA DE COLOMBIA S.A.S. contra 
GUILLERMO SANCHEZ GIRALDO, CLAUDIA MARCELA 
SANCHEZ GIRALDO, SANDRA DORY SANCHEZ GIRALDO, 
CONSUELO DEL PILAR ARIAS DE GIRALDO y LILIANA 
GIRALDO ARIAS.

Radicado: 2021-00479

Asunto: Escrito que descorre traslado de excepciones 

CRISTHIAN MIGUEL SALCEDO FRANCO, identificado como aparece al pie de mi firma, 
en mi calidad de apoderado sustituto de ARISTA DE COLOMBIA S.A.S., comparezco ante 
su Despacho con el fin de descorrer traslado de las excepciones formuladas por la parte 
demandada en sus escritos de contestación del 13 de julio de 2022 y el 18 de julio de 2022. 

I. CONSIDERACIONES PRELIMINARES

1. Sea lo primero advertir que las contestaciones de la parte demandada fueron 
presentadas de manera extemporánea.

2. Los demandados GUILLERMO SÁNCHEZ GIRALDO, CLAUDIA MARCELA 
SÁNCHEZ y SANDRA DORY SÁNCHEZ fueron notificados por conducta 
concluyente del auto admisorio de la demanda mediante auto del 18 de mayo de 
2022 notificado en el estado del 19 de mayo de 2022. En consecuencia, el término 
para contestar la demanda vencía el 23 de junio de 2022. 

3. No obstante, resalto que los demandados referidos presentaron contestación de la 
demanda hasta el 13 de julio de 2022. 

4. De igual forma, los demandados CONSUELO DEL PILAR ARIAS DE GIRALDO y 
LILIANA GIRALDO ARIAS fueron notificados electrónicamente del auto admisorio 
de la demanda el 2 de junio de 2022, tal como lo expresó este Despacho mediante 
auto del 15 de junio de 2022. En consecuencia, el término para contestar la 
demanda vencía el 7 de julio de 2022. 

5. Sin embargo, resalto que los demandados referidos presentaron contestación de la 
demanda hasta el 18 de julio de 2022.

6. En este orden de ideas, solicito respetuosamente al Despacho valorar este hecho 
al momento de decretar pruebas y proferir sentencia. 

7. De otra parte, el inciso segundo del artículo 167 del Código General del Proceso
establece lo siguiente: 



ARTÍCULO 167. CARGA DE LA PRUEBA. Incumbe a las partes probar 
el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 
ellas persiguen.

No obstante, según las particularidades del caso, el juez podrá, de oficio 
o a petición de parte, distribuir, la carga al decretar las pruebas, durante 
su práctica o en cualquier momento del proceso antes de fallar, 
exigiendo probar determinado hecho a la parte que se encuentre en 
una situación más favorable para aportar las evidencias o esclarecer 
los hechos controvertidos. La parte se considerará en mejor posición 
para probar en virtud de su cercanía con el material probatorio, por tener 
en su poder el objeto de prueba, por circunstancias técnicas especiales, 
por haber intervenido directamente en los hechos que dieron lugar al 
litigio, o por estado de indefensión o de incapacidad en la cual se 
encuentre la contraparte, entre otras circunstancias similares (Negrilla 
fuera del texto original)

8. En ese sentido, solicito al Despacho que invierta la carga de la prueba, de tal forma 
que los demandados, por encontrarse en mejor posición para probar y en virtud de
su cercanía al material probatorio, deban acreditar los siguientes dos hechos:

- Que las demandadas CLAUDIA MARCELA SANCHEZ GIRALDO y 
SANDRA DORY SANCHEZ GIRALDO pagaron al señor GUILLERMO 
SÁNCHEZ GIRALDO el precio fijado en la escritura pública de compraventa 
No. 1203 otorgada en la Notaría Sesenta (60) del Círculo de Bogotá. 

- Que la hipoteca abierta sin límite de cuantía contenida en la escritura pública 
No. 375 otorgada en la Notaría Sesenta y Siete (67) del Círculo de Bogotá
tuvo como fundamento los desembolsos de créditos mencionados por los 
demandados. 

9. Lo anterior se fundamenta, reitero, en que la parte demandada se encuentra en una 
situación más favorable para acreditar y establecer los hechos anteriores. 

10. Así mismo, resalto que el señor GUILLERMO SÁNCHEZ GIRALDO a través de su 
apoderado contestó que no le constaban ciertos hechos que claramente le son
atribuibles. Véase por ejemplo la contestación a los hechos 6 y 7 de la demanda, 
referidos al proceso ejecutivo que mi representada inició contra él y por el cual ya 
había participado dentro del mismo. El señor GUILLERMO SÁNCHEZ GIRALDO se 
limitó a contestar:



11. Ahora bien, el numeral 2 del artículo 96 del Código General del Proceso exige que 
el demandado debe manifestar y explicar de forma precisa las razones por las 
cuales niega un hecho. De lo contrario, se presumirá cierto el hecho respectivo. La 
norma en mención establece:

ARTÍCULO 96. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. La contestación 
de la demanda contendrá:

( )

2. Pronunciamiento expreso y concreto sobre las pretensiones y sobre 
los hechos de la demanda, con indicación de los que se admiten, los 
que se niegan y los que no le constan. En los dos últimos casos 
manifestará en forma precisa y unívoca las razones de su respuesta. Si 
no lo hiciere así, se presumirá cierto el respectivo hecho. (Negrilla 
fuera del texto original). 

12. Las señoras CLAUDIA MARCELA SANCHEZ GIRALDO y SANDRA DORY 
SANCHEZ GIRALDO a través de su apoderado negaron los siguientes hechos de 
la demanda: 12.C, 12.E, 13.E, 13.F, 19, 20, 21A, 21D y 21E. Sin embargo, no 
precisaron de manera clara y unívoca las razones por las cuales los hechos
precitados no eran ciertos. Por ejemplo, en la respuesta a los hechos 21D y 21E las 
demandadas se limitaron a contestar vagamente:

13. En consecuencia, solicito desde ya que, con fundamento en el numeral 2 del artículo 
96 del Código General del Proceso, todos los hechos arriba mencionados, y los 
demás que hayan sido contestados en igual forma, sean presumidos como 
ciertos.

14. Finalmente, frente a las capturas de pantalla de WhatsApp aportadas por 
CONSUELO DEL PILAR ARIAS y LILIANA GIRALDO ARIAS, solicito que de 
conformidad con la sentencia T-043 de la Corte Constitucional, el Despacho las 
valore como prueba indiciaria y no como prueba documental o electrónica. La Corte 
indicó en dicha sentencia: En relación con los diferentes medios de prueba obrantes 
en el expediente y que fueron valorados por la Sala, debe precisarse que si bien la 
accionante allegó diferentes capturas de pantalla de conversaciones sostenidas en 
la aplicación WhatsApp, las cuales presentan un valor de prueba indiciaria, 
conforme lo señalado en precedencia (supra 21), estos elementos fueron analizados 
de forma conjunta con los demás rudimentos probatorios ( ) 1 (Negrilla fuera del 
texto original). 

1 Corte Constitucional. Sentencia T-043 de 2020. M.P. José Fernando Reyes Cuartas.



II. PRUEBAS

De conformidad con el artículo 370 del Código General del Proceso, solicito que se tengan 
como pruebas las siguientes:

A. EXHIBICIÓN DE DOCUMENTOS EN PODER DE LA PARTE DEMANDADA 

Con fundamento en el artículo 265 del Código General del Proceso, solicito al Despacho
que ordene a los demandados realizar una exhibición de los siguientes documentos: 

i. Registro civil de nacimiento de GUILLERMO SANCHEZ GIRALDO, mayor de edad, 
identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.370.706 de Bogotá. 

ii. Registro civil de nacimiento de CLAUDIA MARCELA SANCHEZ GIRALDO, mayor 
de edad, identificada con la cédula de ciudadanía No. 51.911.686 de Bogotá. 

iii. Registro civil de nacimiento de SANDRA DORY SANCHEZ GIRALDO, mayor de 
edad, identificada con la cédula de ciudadanía No. 51.696.861 de Bogotá. 

iv. Registro civil de nacimiento de CONSUELO DEL PILAR ARIAS DE GIRALDO, 
mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía No. 24.286.907 de Bogotá. 

v. Registro civil de nacimiento de LILIANA GIRALDO ARIAS, mayor de edad, 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 39.690.923 de Bogotá

Con el decreto y práctica de esta prueba pretendo demostrar las relaciones de parentesco
que tengan los demandados y así los vínculos familiares que existían entre ellos al momento 
de celebrar el contrato de compraventa y la hipoteca. Manifiesto que los documentos 
anteriores se encuentran en poder de la parte demandada. 

B. DECLARACIÓN DE PARTE

Respetuosamente solicito señalar fecha y hora para que el Representante Legal de 
ARISTA DE COLOMBIA S.A.S. rinda declaración sobre los hechos del presente litigo. En 
especial le formularé preguntas relacionadas con la deuda adquirida por el señor 
GUILLERMO SÁNCHEZ, el contexto en que la compañía inició las gestiones de cobro 
prejudicial y judicial de la deuda, y el estado actual de este cobro. 

Subsidiariamente, en el evento en que el Despacho niegue el decreto de la declaración de 
parte como medio de prueba autónomo, solicito que, de accederse al decreto y práctica del 
interrogatorio de parte solicitado por los demandados respecto de ARISTA DE COLOMBIA 
S.A.S., se decrete la declaración de parte a efectos de contradicción de modo que, como 
apoderado de ARISTA DE COLOMBIA S.A.S, pueda formular preguntas abiertas. 

C. PRUEBAS DOCUMENTALES RECAUDADAS MEDIANTE OFICIOS

Se solicitará a diferentes entidades bancarias aportar con destino al presente proceso 
constancia de las certificaciones de productos bancarios de los demandados vendedor y 
compradoras del negocio jurídico de compraventa para que alleguen los movimientos de 



estas personas en las fechas de celebración del negocio jurídico y el log de operaciones
monetarias y no monetarias de los productos financieros que tengan los demandados con 
las entidades bancarias. 

Si las entidades a la cuales se presentarán los derechos de petición con fines judiciales han
negado o no ha respondido la solicitud para el momento en que se decreten las pruebas 
del proceso y, en consecuencia, no se pudieren acompañar los documentos objeto de la 
petición, solicito librar oficios a las respectivas entidades financieras para que se sirva 
allegar con destino a este proceso:

A. copia de los extractos bancarios de los meses de marzo a diciembre de 2020, y enero a 
abril de 2021 de las siguientes personas que intervinieron en el acto:

i) GUILLERMO SANCHEZ GIRALDO, mayor de edad, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 79.370.706 de Bogotá. 

ii) CLAUDIA MARCELA SANCHEZ GIRALDO, mayor de edad, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 51.911.686 de Bogotá.

iii) SANDRA DORY SANCHEZ GIRALDO, mayor de edad, identificada con la cédula 
de ciudadanía No. 51.696.861 de Bogotá.

iv) CONSUELO DEL PILAR ARIAS DE GIRALDO, mayor de edad, identificada con 
la cédula de ciudadanía No. 24.286.907 de Bogotá. 

v) LILIANA GIRALDO ARIAS, mayor de edad, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 39.690.923 de Bogotá.

B. Copia del log de las operaciones monetarias y no monetarias desde de marzo de 2020 
hasta la fecha de los productos financieros que tengan los demandados con la entidad 
bancaria respectiva. 

Manifiesto que las entidades bancarias a las que les solicitaré la información anunciada, y
a las cuales se remitirían los eventuales oficios, son las siguientes:

Entidad financiera Dirección de comunicación de oficio de embargo

Banco BBVA embargos.colombia@bbva.com

Banco Davivienda notificacionesjudiciales@davivienda.com

Banco AV Villas notificacionescomerciales@bancoavvillas.com.co

Banco Caja Social BCSC
embargosyrequerimientosexternosbancocajasocial@fundaciong
ruposocial.co

Banco de Bogotá emb.Radica@bancodebogota.com.co

Banco de Crédito notificaciones.judiciales@procredit-group.com

Banco de Occidente djuridica@bancodeoccidente.com.co

Banco GNB Sudameris 
Colombia

embargos@gnbsudameris.com.co

Banco Popular embargos@bancopopular.com.co

Bancolombia requerinf@bancolombia.com.co



Banco Colpatria
sac_ccfiducolpatria@colpatria.com o 
notificbancolpatria@colpatria.com

Banco Citibank Colombia legalnotificacionescitibank@citi.com

Banco Itaú servicio.empresarial@itau.co o juan.ramirezg@itau.co

III. ANEXOS

Presento anexo a este memorial los siguientes documentos:

- Sustitución de poder debidamente a mí conferido. 

- Copia de la tarjeta profesional del suscrito. 

Atentamente,

CRISTHIAN MIGUEL SALCEDO FRANCO
C.C. No. 1.032.454.490 de Bogotá
T.P. No. 273.392 del C. S. de J.



Señores

JUZGADO SEXTO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.

E. S. D.

Referencia: Proceso declarativo de ARISTA DE COLOMBIA S.A.S. contra 

GUILLERMO SANCHEZ GIRALDO, CLAUDIA MARCELA SANCHEZ GIRALDO, 

SANDRA DORY SANCHEZ GIRALDO, CONSUELO DEL PILAR ARIAS DE 

GIRALDO y LILIANA GIRALDO ARIAS.

Radicado: 2021-00479

Asunto: Impulso procesal. 

CRISTHIAN MIGUEL SALCEDO FRANCO, mayor de edad, identificado como aparece al pie de 

mi firma, actuando en mi calidad de apoderado sustituto de ARISTA DE COLOMBIA S.A.S.,

comparezco ante el Despacho con el fin de solicitar se dé impulso al proceso de la referencia y, 

en consecuencia, se fije cuanto antes fecha de audiencia inicial según lo dispuesto en el artículo 

372 del Código General del Proceso. Preciso que el proceso está al despacho desde el 30 de 

agosto de 2022 sin que exista movimiento alguno hasta la fecha. 

Lo anterior, toda vez que la falta de pronunciamiento del Despacho está generando una parálisis 

del proceso en perjuicio de los derechos procesales y sustanciales de ARISTA DE COLOMBIA 

S.A.S.

Atentamente, 

CRISTHIAN MIGUEL SALCEDO FRANCO 

C.C. 1.032.454.490 de Bogotá D.C.  

T.P. No. 273.392 del C. S. de la J. 



Señores

JUZGADO SEXTO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.

E. S. D.

Referencia: Proceso declarativo de ARISTA DE COLOMBIA S.A.S. contra 

GUILLERMO SANCHEZ GIRALDO, CLAUDIA MARCELA SANCHEZ GIRALDO, 

SANDRA DORY SANCHEZ GIRALDO, CONSUELO DEL PILAR ARIAS DE 

GIRALDO y LILIANA GIRALDO ARIAS.

Radicado: 2021-00479

Asunto: Impulso procesal previo acción de tutela  

CRISTHIAN MIGUEL SALCEDO FRANCO, mayor de edad, identificado como aparece al pie 

de mi firma, actuando en mi calidad de apoderado sustituto de ARISTA DE COLOMBIA 

S.A.S., comparezco ante el Despacho con el fin de solicitar se dé impulso al proceso de la 

referencia y, en consecuencia, se fije cuanto antes fecha de audiencia inicial según lo 

dispuesto en el artículo 372 del Código General del Proceso. Preciso que el proceso está al 

despacho desde el 30 de agosto de 2022, más de año y medio, sin que exista movimiento 

alguno hasta la fecha por parte del Despacho. 

En consecuencia, respetuosamente insisto al Despacho para que dé celeridad al proceso de 

la referencia con el fin de evitar una afectación mayor a los derechos conculcados a mi 

representada con la tardanza en fijar fecha de audiencia inicial. De lo contrario, los perjuicios 

irremediables que genera la mora judicial en el presente proceso tendrán que ser solventados, 

entre otras, a través de las acciones constitucionales pertinentes.

Atentamente, 

CRISTHIAN MIGUEL SALCEDO FRANCO 

T.P. No. 273.392 del C. S. de la J.


